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DELITO DE HOMICIDIO. QUEDA EXCLUIDO DEL FUERO MILITAR PREVISTO EN EL ARTÍCULO 13 DE 
LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. 
 
Cuando se trate del delito de homicidio previsto y sancionado en el Código Penal Federal, cuya 
conducta delictiva se haya verificado en el desarrollo de una actividad castrense dentro de las 
instalaciones militares y los sujetos activo y pasivo tenían esa calidad al momento de los hechos, se 
debe precisar, a quién corresponde conocer del asunto, si a una autoridad civil o militar. Se 
considera que la competencia para conocer del asunto, por razón de fuero, se surte a favor de una 
autoridad civil. Ello, porque la naturaleza jurídica del homicidio impide que pueda existir una estricta 
conexión con la disciplina militar, en atención a que el bien jurídico que se pretende proteger es la 
vida, como uno de los bienes más preciados para el ser humano y para la sociedad, sin que guarde 
relación alguna con los bienes jurídicos propios del orden militar o con algún tipo de afectación a 
los mismos. Lo anterior es así, porque el Tribunal Pleno ha considerado en diversos precedentes que 
el fuero militar sólo es competente para conocer de los delitos y faltas que, por su propia naturaleza, 
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atenten de manera directa contra la disciplina militar, cometidos por militares en activo, siempre y 
cuando se realicen en actos del servicio y no esté involucrado un civil o se trate de violaciones de 
derechos humanos, pues aun cuando se pudiera creer que cualquier conducta irregular perpetrada 
por un militar en activo pudiera afectar la disciplina castrense, dando lugar a la posible comisión de 
un delito militar, ello no es así, porque para que esa conducta pueda reputarse como constitutiva 
de un delito materia del fuero de guerra, debe existir una conexión directa entre aquélla y la 
disciplina castrense objetivamente valorada (principio organizativo de las fuerzas armadas); 
tampoco resulta un factor determinante la circunstancia de que se introduzca cualquier descripción 
típica en el Código de Justicia Militar, para creer que con esa sola incorporación formal se diera lugar 
a la existencia de esa estricta conexión, pues actuar de manera contraria haría nugatorio el carácter 
restrictivo o excepcional de ese fuero, retrotrayéndolo a una posición meramente subjetiva, donde 
el elemento relevante para su delimitación sea la calidad de los sujetos involucrados o la tipificación 
en un ordenamiento sustantivo de índole militar. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 14/2018. Gerardo Andrés Ramírez Chao. 23 de mayo de 2018. Cinco votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto concurrente, José Ramón Cossío 
Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto concurrente 
en el que se aparta de las consideraciones contenidas en la presente tesis y Norma Lucía Piña 
Hernández. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Suleiman Meraz Ortiz.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de agosto de 2020 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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DELINCUENCIA ORGANIZADA. EL ARTÍCULO 41, PÁRRAFO TERCERO, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, 
NO VULNERA LOS PRINCIPIOS DE LEGALIDAD Y DEBIDO PROCESO (TEXTO ANTERIOR A LA 
REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 16 DE JUNIO DE 2016). 
 
Cuando una persona fue sentenciada por su plena responsabilidad en la comisión de los delitos de 
Delincuencia Organizada y al revisar en segunda instancia la sentencia, para tener por acreditada la 
existencia de la organización criminal a la que, señaló, pertenecía el quejoso, otorgó valor probatorio 
pleno a la copia certificada de una resolución emitida en un diverso toca penal, en términos de lo 
previsto en el párrafo tercero del artículo 41 de la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada. En 
contra de dicha sentencia se promovió juicio de amparo directo en la que se planteó la 
inconstitucionalidad del mencionado precepto al aseverar que era contrario a los principios de 
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legalidad y debido proceso contemplados en los artículos 14, 16 y 20 de la Constitución Federal, al 
permitir que se incorporen y valoren pruebas de otros procesos penales. El citado precepto al prever 
que una sentencia judicial irrevocable que tenga por acreditada la existencia de una organización 
delictiva determinada, será prueba plena con respecto de la existencia de esa organización criminal 
en cualquier otro procedimiento, no vulnera los derechos de legalidad y debido proceso. Lo anterior 
es así, pues la regla de valoración que contiene dicho precepto deriva de que en la sentencia 
irrevocable se verificaron las exigencias constitucionales y legales en la medida en que los elementos 
probatorios que la sustentaron ya fueron sometidos al análisis de un juzgador imparcial y al 
escrutinio de una defensa, cumpliendo las formalidades de un procedimiento y con motivo de esa 
valoración se llegó a la convicción de que se demostró la existencia de una determinada 
organización criminal. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 6575/2018. Esteban Cortés Mascorro. 21 de noviembre de 2019. 
Mayoría de tres votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena 
y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ausente: Luis 
María Aguilar Morales. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Ricardo Monterrosas 
Castorena. 
 
Amparo directo en revisión 6875/2018. José Antonio Barajas Palomo o Javier Robledo Hernández. 
21 de noviembre de 2019. Mayoría de tres votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Disidente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Ausente: Luis María Aguilar Morales. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Secretaria: Rosalba Rodríguez Mireles.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de agosto de 2020 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Registro: 2021844  
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Tesis: 1a./J. 9/2020 (10a.)  
 
BENEFICIOS PRELIBERACIONALES. LA NEGATIVA DE CONCEDERLOS AL SENTENCIADO EN UN 
PROCEDIMIENTO ABREVIADO PUEDE SER MATERIA DE ANÁLISIS EN EL JUICIO DE AMPARO 
DIRECTO, CONFORME A LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN QUE SE HAGAN VALER. 
 
En términos de los artículos 107, fracción V, inciso a), de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, 34 y 170, fracción I, párrafo primero, de la Ley de Amparo, el juicio de amparo 
directo procede cuando se reclama una sentencia definitiva (laudo si se trata de un juicio laboral) o 
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una resolución que pone fin al juicio; en ese sentido, la resolución de segunda instancia que decide 
la impugnación de la sentencia dictada en el procedimiento abreviado actualiza esos supuestos, 
pues dirime el juicio en lo principal al concluir el proceso penal de manera anticipada. Ahora, si bien 
esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la contradicción de tesis 
56/2016 y el amparo directo en revisión 1619/2015, de los cuales derivaron la jurisprudencia 1a./J. 
34/2018 (10a.) y la tesis aislada 1a. CCX/2016 (10a.), respectivamente, delimitó el parámetro de 
estudio bajo el cual los juzgadores y órganos de control constitucional deben actuar si se impugna 
la resolución de un procedimiento abreviado, lo cierto es que esa decisión no prohíbe el análisis de 
los beneficios preliberacionales en ninguna de las instancias del proceso penal ni en el juicio de 
amparo directo, pues ese estudio no involucra el cuestionamiento de la responsabilidad, la comisión 
del delito y las sanciones aceptadas por el imputado, sino que está relacionada con la forma de 
ejecución de la pena impuesta. En efecto, los beneficios de preliberación cumplen otra finalidad 
constitucional que tiene que ver con el sistema penitenciario, a saber, la de actualizar el derecho 
fundamental de reinserción social del sentenciado, previsto en el artículo 18 de la Constitución 
Federal, relacionado con la ejecución de la pena, que no puede vincularse con la consecuencia 
jurídica trascendental de la aceptación total del imputado de la acusación que se tramitó y resolvió 
en un procedimiento abreviado. Por tanto, la negativa de conceder algún beneficio preliberacional 
a la persona sentenciada bajo el procedimiento abreviado como forma de terminación anticipada 
del proceso penal acusatorio, puede ser materia de análisis en el juicio de amparo directo a la luz 
de los conceptos de violación hechos valer, en los que se impugne la violación en el cumplimiento 
de los presupuestos jurídicos exigidos para su procedencia. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 409/2019. Entre las sustentadas por el Quinto Tribunal Colegiado del Décimo 
Quinto Circuito, el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Décimo 
Séptimo Circuito, el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Quinto 
Circuito, el Tercer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Quinto Circuito y el 
Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Séptimo Circuito.15 de enero de 2020. Cinco votos de los 
Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Ana Margarita Ríos Farjat, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien reservó su derecho para formular voto aclaratorio, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis 
González Alcántara Carrancá. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretaria: Rosalba 
Rodríguez Mireles.  
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Décimo Séptimo Circuito, al 
resolver los amparos directos 36/2018 y 199/2018, los cuales dieron origen a la tesis aislada número 
XVII.2o.P.A.32 P (10a.), de título y subtítulo: "CONDENA CONDICIONAL. SON INOPERANTES LOS 
CONCEPTOS DE VIOLACIÓN EN EL AMPARO DIRECTO EN LOS QUE EL SENTENCIADO EN EL 
PROCEDIMIENTO ABREVIADO IMPUGNA LA NEGATIVA DE DICHO BENEFICIO, AUN CUANDO EL 
TRIBUNAL DE APELACIÓN HAYA ANALIZADO DICHO TEMA EN LA SENTENCIA RECLAMADA.", 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 11 de enero de 2019 a las 10:12 
horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 62, Tomo IV, enero 
de 2019, página 2377, con número de registro digital: 2018939. 
 
El sustentado por el Quinto Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, al resolver el amparo 
directo 79/2019, en el que consideró que en el amparo directo son inoperantes los conceptos de 
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violación en los que el sentenciado en procedimiento abreviado impugna la negativa de concederle 
un beneficio preliberacional, aun cuando el tribunal de apelación analizó ese aspecto en la sentencia 
materia de reclamo. 
 
El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Quinto 
Circuito, al resolver el amparo directo 101/2018, en el que consideró que el reclamo que se hizo 
valer contra la negativa de otorgar el beneficio de suspensión condicional de la pena era ineficaz 
cuando quedaba intocada la determinación del tribunal de alzada de confirmar la acreditación de 
los delitos, así como la responsabilidad penal atribuida. Esto, porque la procedencia de ese análisis 
depende de que resulten fundados los diversos conceptos de violación en los que se controvierte 
que no existe prueba suficiente para demostrar el delito y la responsabilidad penal en la comisión 
de éste. Sin embargo, sostuvo la procedencia de la suplencia de la queja, al verificar oficiosamente 
que no se actualizó alguna violación a los derechos fundamentales del quejoso que pudiera ser 
subsanada. 
 
El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Quinto 
Circuito, al resolver el amparo directo 119/2017, en el que determinó que para estudiar la negativa 
a conceder el beneficio de la suspensión condicional de sanciones no era obstáculo que en el 
procedimiento abreviado no estuvieran a debate la acreditación del delito y la responsabilidad del 
acusado en su comisión, puesto que la imposición de penas contrarias a la ley, y como consecuencia 
de ello, la negativa a conceder el beneficio de la suspensión condicional al quejoso, puede ser 
materia de cuestionamiento constitucional. Esto –especifica–, porque la circunstancia de que exista 
un acuerdo entre el Ministerio Público y el acusado para la celebración del procedimiento abreviado 
no significa que no se pueda analizar el aspecto relativo a los requisitos que exige la ley para 
conceder los beneficios de la suspensión condicional de la pena impuesta; y, 
 
El diverso sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Séptimo Circuito, al resolver el 
amparo directo 45/2019, en el que afirmó que la facultad de imponer la pena no se reducía a la 
individualización de la sanción en los términos solicitados por el Ministerio Público y aceptados por 
el acusado, sino que correspondía al Juez de Control determinar, en cada caso particular, si se 
cumplían los requisitos para que al sentenciado le pudieran ser aplicados los beneficios y sustitutivos 
penales, previstos en la legislación sustantiva penal. Por ende, es incorrecto que el tribunal de alzada 
desestime los agravios formulados en la apelación y convalide la resolución que niega la sustitución 
de la pena, con sustento en una disposición legal que no es aplicable en el caso. 
 
Nota: La tesis aislada 1a. CCX/2016 (10a.) se publicó en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 19 de agosto de 2016 a las 10:27 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 33, Tomo II, agosto de 2016, página 788, con número de registro 
digital: 2012317, de título y subtítulo: "PROCEDIMIENTO ABREVIADO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 20, 
APARTADO A, FRACCIÓN VII, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. 
CONSIDERACIONES QUE PUEDEN SER MATERIA DE CUESTIONAMIENTO CONSTITUCIONAL EN EL 
JUICIO DE AMPARO DIRECTO PROMOVIDO CONTRA LA SENTENCIA DEFINITIVA DERIVADA DE 
AQUÉL." y la jurisprudencial 1a./J. 34/2018 (10a.) se publicó en el Semanario Judicial de la 
Federación del viernes 19 de octubre de 2018 a las 10:29 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Décima Época, Libro 59, Tomo I, octubre de 2018, página 742, con número de 
registro digital: 2018173, de título y subtítulo: "PROCEDIMIENTO ABREVIADO. CUESTIONES QUE 
PUEDEN SER REVISABLES EN LA APELACIÓN INTERPUESTA EN CONTRA DE LA SENTENCIA DEFINITIVA 
DERIVADA DE AQUÉL." 
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Tesis de jurisprudencia 9/2020 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de veintidós de enero de dos mil veinte. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 07 de agosto de 2020 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de agosto de 
2020, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019. 
 

 
 
 

Época: Décima Época  

Registro: 2022017  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 14 de agosto de 2020 10:22 h  

Materia(s): (Civil)  

Tesis: 1a./J. 6/2020 (10a.)  
 
USURA. CUANDO CON MOTIVO DE UN CRÉDITO O PRÉSTAMO DE DINERO SE DEVENGAN 
SIMULTÁNEAMENTE INTERESES ORDINARIOS Y MORATORIOS, SU ANÁLISIS DEBE REALIZARSE 
RESPECTO DE CADA TIPO DE INTERÉS EN LO INDIVIDUAL Y NO MEDIANTE LA SUMATORIA DE 
AMBAS TASAS. 
 
La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la contradicción de tesis 350/2013, 
al analizar el artículo 21, apartado 3, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, precisó 
que la usura, como una forma de explotación del hombre por el hombre y como fenómeno contrario 
al derecho humano de propiedad, se actualiza cuando una persona obtiene en provecho propio y 
de modo abusivo sobre la propiedad de otra, un interés excesivo derivado de un préstamo. Por otra 
parte, en la contradicción de tesis 294/2015, consideró que cuando en uso de la libertad contractual 
se celebra un préstamo documentado en un título de crédito denominado pagaré, las partes tienen 
derecho a pactar el pago de intereses, los cuales pueden ser ordinarios y/o moratorios, los que si 
bien gozan de naturaleza jurídica distinta, se vinculan al préstamo y, cuando se generan, 
representan un provecho en favor del acreedor que repercute directa y proporcionalmente en la 
propiedad del deudor, por lo que la prohibición de la usura aplica tanto para los intereses ordinarios 
como para los moratorios. Ahora bien, dicha prohibición de la usura para intereses ordinarios como 
para intereses moratorios implica que, cuando con motivo de un crédito o préstamo de dinero 
ambos intereses se devenguen simultáneamente, el análisis de la usura debe realizarse respecto de 
cada tipo en lo individual, no así mediante la sumatoria de ambas tasas de interés. Lo anterior, pues 
los intereses ordinarios, consisten en el rédito o ganancia que produce o debe producir el dinero 
prestado, esto es, el precio pagado por el uso del propio dinero, de manera que su naturaleza 
jurídica consiste en la obtención de una cantidad como ganancia, por el simple hecho de que una 
persona dio a otra una cantidad de dinero que éste necesitaba para satisfacer sus propias 
necesidades, por ello se afirma que al momento de regresar el dinero prestado, es cuando cesa la 
obligación del deudor de cubrir los intereses respectivos. Por su parte, los intereses moratorios, 
consisten en la sanción que debe imponerse por la entrega tardía del dinero, de acuerdo con lo 
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pactado o lo establecido en la norma legal; de modo que si no se entrega el dinero prestado en la 
fecha estipulada, surge el derecho del titular del dinero para que se le sancione al deudor por su 
incumplimiento, imponiéndole una carga por su mora, carga ésta que generalmente es una cantidad 
en numerario. Por ende, de acuerdo a su naturaleza jurídica, los intereses moratorios son 
provenientes del incumplimiento en el pago del préstamo. Ahora, conforme a las reglas de la lógica 
formal, sólo es factible sumar o restar términos o elementos semejantes; y si bien es cierto los 
intereses ordinarios y los moratorios reciben la denominación de “intereses”, ambos se vinculan al 
préstamo y, cuando se generan, representan un provecho en favor del acreedor que repercute 
directa y proporcionalmente en la propiedad del deudor, también lo es que su distinta naturaleza y 
finalidad previamente referidas impiden que las tasas respectivas se sumen pues no corresponden 
a elementos similares. Por ende, los intereses ordinarios y los intereses moratorios no deben 
sumarse como si fueran elementos análogos para efectos del estudio de la usura, pues hacerlo 
implicaría incurrir en la falacia de la falsa analogía o equivalencia, la cual consiste en realizar una 
afirmación mediante la comparación de elementos que, si bien pueden parecer similares, en la 
realidad distan de serlo. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 220/2019. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado en 
Materia Civil del Séptimo Circuito, el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, 
el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en 
Culiacán, Sinaloa y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Décimo Primer Circuito. 21 de 
noviembre de 2019. Mayoría de tres votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, quien reservó su derecho para formular voto particular. Ausente: Luis María Aguilar 
Morales. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Melesio Ramos Martínez.  
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, al resolver el juicio 
de amparo directo 165/2015 que dio origen a la tesis aislada III.2o. C. 55 C (10a.), de rubro: "PAGARÉ. 
LOS INTERESES ORDINARIOS Y MORATORIOS PACTADOS EN ÉL PUEDEN COEXISTIR Y DEVENGARSE 
SIMULTÁNEAMENTE, SIEMPRE Y CUANDO NO CONSTITUYAN, CONJUNTAMENTE, UN INTERÉS 
USURARIO, PUES AMBOS INCIDEN EN EL DERECHO HUMANO DE PROPIEDAD [INTERPRETACIÓN DE 
LAS JURISPRUDENCIAS 1a./J. 29/2000, 1a./J. 46/2014 (10a.) y 1a./J. 47/2014 (10a.), ASÍ COMO DEL 
ARTÍCULO 21, NUMERAL 3, DE LA CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS]."; 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 3 de marzo de 2017 a las 10:06 horas 
y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 40, Tomo IV, marzo de 
2017, página 2789, con número de registro digital: 2013846. 
 
El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado del Segundo Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta 
Región, con residencia en Culiacán, Sinaloa en apoyo del Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil 
y Administrativa del Décimo Tercer Circuito, al resolver el amparo directo 228/2017 (cuaderno 
auxiliar 557/2017), que dio origen a la tesis aislada (V Región) 1o.3 C (10a.), de rubro: "USURA. EL 
JUZGADOR DEBE ANALIZAR SI LA GENERACIÓN SIMULTÁNEA DE LOS INTERESES ORDINARIOS Y 
MORATORIOS PUEDE CONSTITUIR UN INTERÉS USURARIO Y, EN SU CASO, REDUCIRLOS 
PRUDENTEMENTE, CONFORME A LAS DIRECTRICES ESTABLECIDAS POR LA PRIMERA SALA DE LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN EN LAS TESIS DE JURISPRUDENCIA 1a./J. 46/2014 (10a.) 
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Y 1a./J. 47/2014 (10a.)."; publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 5 de enero 
de 2018 a las 10:06 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 
Libro 50, Tomo IV, enero de 2018, página 2347, con número de registro digital: 2015943. 
 
El sostenido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito, al resolver el 
amparo directo 421/2017 que dio origen a la tesis aislada VII.2o.C.136 C (10a.), de rubro: "USURA. 
PARA ESTABLECER SU EXISTENCIA INDICIARIA, DEBEN CONSIDERARSE EN FORMA CONJUNTA LAS 
TASAS DE INTERESES ORDINARIOS Y MORATORIOS, CONVENIDAS ENTRE LAS PARTES."; publicada 
en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 9 de marzo de 2018 a las 10:12 horas y en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 52, Tomo IV, marzo de 2018, 
página 3557, con número de registro digital: 2016414; y, 
 
El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Décimo Primer Circuito, al resolver 
los juicios de amparo directo 490/2017, 640/2017, 945/2017, 1011/2017 y 1020/2018, en los que 
determinó que para calcular las tasas de intereses ordinarios y moratorios, pactados por las partes 
y decidir si éstas son usurarias, deben analizarse de manera separada, ya que obedece a 
circunstancias distintas, una derivada del préstamo y la otra del incumplimiento en el pago de la 
suma prestada. 
 
Nota: La citada contradicción de tesis 350/2013, dio origen a las tesis de jurisprudencia 1a./J. 
47/2014 (10a.) y 1a./J. 46/2014 (10a.), de rubros: "PAGARÉ. SI EL JUZGADOR ADVIERTE QUE LA TASA 
DE INTERESES PACTADA CON BASE EN EL ARTÍCULO 174, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY GENERAL 
DE TÍTULOS Y OPERACIONES DE CRÉDITO ES NOTORIAMENTE USURARIA PUEDE, DE OFICIO, 
REDUCIRLA PRUDENCIALMENTE." y "PAGARÉ. EL ARTÍCULO 174, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY 
GENERAL DE TÍTULOS Y OPERACIONES DE CRÉDITO, PERMITE A LAS PARTES LA LIBRE CONVENCIÓN 
DE INTERESES CON LA LIMITANTE DE QUE LOS MISMOS NO SEAN USURARIOS. INTERPRETACIÓN 
CONFORME CON LA CONSTITUCIÓN [ABANDONO DE LA JURISPRUDENCIA 1a./J. 132/2012 (10a.) Y 
DE LA TESIS AISLADA 1a. CCLXIV/2012 (10a.)].", publicadas en el Semanario Judicial de la Federación 
del viernes 27 de junio de 2014 a las 9:30 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 7, Tomo I, junio de 2014, páginas 402 y 400, con números de 
registro digital: 2006795 y 2006794, respectivamente. 
 
De la mencionada contradicción de tesis 294/2015, derivó la tesis de jurisprudencia 1a./J. 54/2016 
(10a.), de rubro: "USURA. SU PROHIBICIÓN APLICA TANTO PARA LOS INTERESES ORDINARIOS COMO 
PARA LOS MORATORIOS PACTADOS EN UN PAGARÉ.", publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación del viernes 18 de noviembre de 2016 a las 10:29 horas y en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 36, Tomo II, noviembre de 2016, página 883, con 
número de registro digital: 2013076.  
 
Tesis de jurisprudencia 6/2020 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de veintidós de enero de dos mil veinte.  
 
Nota: La parte conducente de las ejecutorias relativas a las contradicciones de tesis 350/2013 y 
294/2015, aparecen publicadas en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 27 de junio de 
2014 a las 9:30 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 7, 
Tomo I, junio de 2014, página 349, con número de registro digital: 25106 y Libro 39, Tomo I, febrero 
de 2017, página 333, con número de registro digital: 26983, respectivamente. 
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Esta tesis se publicó el viernes 14 de agosto de 2020 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de agosto de 
2020, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019. 
 
 

 
 

Época: Décima Época  

Registro: 2022008  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 14 de agosto de 2020 10:22 h  

Materia(s): (Civil, Constitucional)  

Tesis: 1a. XVIII/2020 (10a.)  
 
SOCIEDAD CONYUGAL. CESAN SUS EFECTOS DESDE EL MOMENTO EN QUE UNO DE LOS CÓNYUGES 
SE DESENTIENDE, INJUSTIFICADAMENTE, DE APORTAR TANTO ECONÓMICAMENTE COMO EN LAS 
LABORES DEL HOGAR, EN DETRIMENTO DEL HABER COMÚN, CON INDEPENDENCIA DE QUE NO 
HAYA ABANDONADO EL HOGAR CONYUGAL (INTERPRETACIÓN CONFORME DEL ARTÍCULO 196 
DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL DISTRITO FEDERAL [AHORA CIUDAD DE MÉXICO]). 
 
En un matrimonio contraído bajo el régimen de sociedad conyugal, uno de los cónyuges, 
injustificadamente, deja de cumplir con sus deberes de solidaridad, al no aportar económicamente 
para la preservación o incremento del haber común que conforma dicha sociedad y desentenderse 
de sus obligaciones con el hogar, provocando que el otro cónyuge desvíe sus recursos para subsanar 
esa desatención. Se configura un supuesto adicional al previsto en el artículo 196 del Código Civil 
para el Distrito Federal (ahora Ciudad de México), para la cesación de efectos de la sociedad 
conyugal, que operará también desde el momento en que uno de los cónyuges, injustificadamente, 
se desentienda de aportar tanto económicamente como en las labores del hogar, con 
independencia de que éste no haya abandonado el domicilio conyugal. Tal supuesto adicional, 
deriva de la interpretación conforme del aludido precepto, a la luz del principio de igualdad, con el 
objeto de evitar situaciones discriminatorias entre los cónyuges y dentro de los cauces que delimitan 
el contenido normativo del artículo en mención, en relación con su justificación subyacente 
direccionada a generar consecuencias adversas o una sanción a quien incumpla, de manera 
injustificada, con los deberes de solidaridad en el matrimonio, respecto de la preservación o 
incremento del patrimonio común de la sociedad conyugal. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 7134/2018. 21 de agosto de 2019. Mayoría de tres votos de los Ministros 
Norma Lucía Piña Hernández, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su derecho para formular 
voto concurrente y Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente. 
Disidente: Luis María Aguilar Morales. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Norma Lucía 
Piña Hernández. Secretario: Luis Mauricio Rangel Argüelles. 
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Esta tesis se publicó el viernes 14 de agosto de 2020 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 

 
 

Época: Décima Época  

Registro: 2022006  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 14 de agosto de 2020 10:22 h  

Materia(s): (Común, Administrativa)  

Tesis: 1a. XXIII/2020 (10a.)  
 
RETENCIÓN DE BOLETAS DE CALIFICACIONES Y DEMÁS MATERIAL DE EVALUACIÓN POR PARTE DE 
UNA ESCUELA PRIVADA DEL NIVEL BÁSICO. SUS CONDICIONES DE VALIDEZ. 
 
Hechos: El juicio de amparo se interpuso contra una escuela privada de nivel básico por diversos 
actos, uno de los cuales era la retención de su documentación. 
 
Criterio jurídico: En términos del estándar establecido para aplicar el artículo 5o., fracción II, 
segundo párrafo, de la Ley de Amparo, esta Primera Sala concluye que un acto de esta naturaleza 
debe considerarse como equivalente de autoridad, cuya validez se condiciona a que no viole las 
condiciones de acceso al derecho a la educación. 
 
Justificación: El referido acto supera el primer paso del estándar, consistente en verificar la 
existencia de un nexo entre el ordenamiento jurídico (una fuente normativa de naturaleza estatal) 
y el reclamado, ya que la retención de los documentos que avalan las calificaciones de un menor se 
realiza con base en una habilitación normativa que posiciona a la escuela privada con el poder de 
generar dichas evaluaciones y disponer de las mismas, desde su posición única de prestador del 
servicio público de educación básica. Igualmente, se cumple con el segundo paso, que requiere 
determinar si el nexo jurídico entre el acto del particular y una fuente normativa de naturaleza 
estatal tiene una relevancia de función pública, ya que es una función pública –propia de la 
autoridad– validar los estudios de las personas, como parte de su responsabilidad de garantizar el 
derecho a la educación. Ahora bien, para determinar la validez de dicho acto, en primer lugar, debe 
comprobarse si con la retención la escuela privada busca cumplir con el contenido de una norma 
jurídica que regula las condiciones de su autorización para prestar el servicio; de no ser el caso, debe 
declararse su invalidez; en el supuesto de que se cerciore de la existencia de una norma que respalde 
esa decisión, debe determinarse si el contenido de esa decisión es compatible con la función 
constitucional asignada al particular, que es la de ampliar las posibilidades de acceso de las personas 
a ese bien básico, en términos del fin del artículo 3o. constitucional, resultando inválidos aquellos 
que tengan como efecto o consecuencia obstaculizar la libertad de las personas para decidir optar 
por cualquiera de las modalidades de oferta del servicio de educación básica. 
 
PRIMERA SALA 
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Amparo en revisión 327/2017. 27 de noviembre de 2019. Cinco votos de los Ministros: Norma Lucía 
Piña Hernández, Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente. Ponente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: David García Sarubbi. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 14 de agosto de 2020 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 

 
 
 

Época: Décima Época  

Registro: 2022004  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 14 de agosto de 2020 10:22 h  

Materia(s): (Penal, Común)  

Tesis: 1a./J. 27/2020 (10a.)  
 
REPOSICIÓN DEL PROCEDIMIENTO PENAL. ES IMPROCEDENTE CONCEDER EL AMPARO PARA QUE 
SE ORDENE AL JUEZ REALIZARLO, A EFECTO DE QUE RECABE CONSTANCIAS RELATIVAS A LA 
DETENCIÓN DEL QUEJOSO, SI ÉSTE FUE PRESENTADO A DECLARAR POR ENCONTRARSE A 
DISPOSICIÓN DEL MINISTERIO PÚBLICO CON MOTIVO DE HABER SIDO PRIVADO DE SU LIBERTAD 
POR UNA INDAGATORIA AJENA AL HECHO ILÍCITO QUE SE RESUELVE. 
 
Los Tribunales Colegiados que conocieron de los juicios de amparo directo, sostuvieron un criterio 
distinto sobre si es procedente conceder el amparo para que se reponga el procedimiento penal a 
efecto de que el Juez del proceso recabe las constancias relativas a la detención del quejoso, si éste 
fue presentado a declarar en la averiguación previa que dio de origen al asunto que se resuelve, 
cuando ya estaba privado de su libertad con motivo de una detención efectuada en una indagatoria 
distinta y por la comisión de diverso delito. Esta Primera Sala considera que, para analizar la validez 
de la declaración de un indiciado, cuando no obran las constancias relativas a la detención del 
justiciable realizada por diversos hechos investigados en distinta indagatoria, es innecesario recabar 
tales actuaciones, porque para ello se deben tomar en consideración los siguientes parámetros. En 
primer lugar, se debe considerar que la detención del quejoso por distintos eventos delictuosos, que 
dieron origen a diversa indagatoria es un hecho ajeno a la litis sometida a la potestad jurisdiccional 
y atendiendo a que la declaración objeto de valoración fue emitida en una averiguación previa 
integrada por diverso delito en la que el imputado no fue detenido en flagrancia, el estudio sobre 
su validez o licitud debe ceñirse a la forma en que el Ministerio Público logró la comparecencia del 
justiciable, y si éste manifestó expresamente su deseo de acudir de manera voluntaria ante el 
representante social y rendir declaración sobre hechos distintos a los que dieron origen a su 
detención. Por tanto, si en una averiguación previa el órgano acusador obtuvo la confesión del 
indiciado en la comisión del delito imputado, debido a que compareció ante él por estar detenido 
con motivo de diversa investigación, lo conducente es valorar las condiciones bajo las cuales se 
rindió la declaración, es decir, que ésta no adolezca de vicios para determinar su validez. De ahí la 
inviabilidad de conceder el amparo para que se reponga el procedimiento penal de origen a fin de 
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solicitar las constancias de la detención por diverso hecho; lo que se estima inconducente, dado que 
para su estudio debe atenderse a las circunstancias que aquí se han mencionado. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 368/2019. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado en Materia 
Penal del Cuarto Circuito y el Tribunal Colegiado del Trigésimo Segundo Circuito. 20 de mayo de 
2020. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Ana Margarita Ríos 
Farjat, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para formular voto concurrente y 
Juan Luis González Alcántara Carrancá. Disidente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su 
derecho para formular voto particular. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretario: 
Horacio Vite Torres. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Cuarto Circuito, al resolver los 
amparos en revisión 133/2013 y 59/2014 y los amparos directos 174/2014, 335/2014 y 404/2014, 
que dieron origen a la tesis jurisprudencial IV.1o.P. J/6 (10a.), de título y subtítulo: “DETENCIÓN. SI 
EL MINISTERIO PÚBLICO OBTUVO LA CONFESIÓN DEL INDICIADO EN LA COMISIÓN DEL DELITO, 
DEBIDO A QUE COMPARECIÓ ANTE ÉL POR ESTAR DETENIDO CON MOTIVO DE DIVERSA 
AVERIGUACIÓN PREVIA, Y EL JUEZ, PREVIO A RESOLVER SU SITUACIÓN JURÍDICA, NO RECABA LAS 
CONSTANCIAS QUE AVALAN LA LEGALIDAD DE AQUÉLLA Y DE LA PUESTA A DISPOSICIÓN 
CORRESPONDIENTE, CON EL OBJETO DE VERIFICAR QUE NO SE VIOLARON SUS DERECHOS 
HUMANOS Y QUE SU CONFESIÓN LA RINDIÓ LIBRE Y ESPONTÁNEAMENTE, ELLO CONSTITUYE UNA 
VIOLACIÓN A LAS LEYES DEL PROCEDIMIENTO QUE AMERITA SU REPOSICIÓN (LEGISLACIÓN DEL 
ESTADO DE NUEVO LEÓN).”; publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 28 de 
agosto de 2015 a las 10:30 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 21, Tomo II, agosto de 2015, página 1966, con número de registro digital 2009837, y 
 
El sustentado por el Tribunal Colegiado del Trigésimo Segundo Circuito, al resolver los amparos 
directos 189/2016 y 35/2018, que dieron origen a la tesis aislada XXXII.7 P (10a.), de título y 
subtítulo: “REPOSICIÓN DEL PROCEDIMIENTO PENAL. ES IMPROCEDENTE ORDENARLA EN EL 
AMPARO DIRECTO PARA QUE EL JUEZ DE LA CAUSA RECABE DE OFICIO LAS CONSTANCIAS QUE 
ACREDITEN LA LEGALIDAD DE LA DETENCIÓN DEL INDICIADO QUE CONFESÓ LA COMISIÓN DEL 
DELITO CUANDO ESTABA DETENIDO CON MOTIVO DE DIVERSA AVERIGUACIÓN PREVIA PUES, DE LO 
CONTRARIO, SE VIOLARÍA EL PRINCIPIO DE IMPARCIALIDAD.”; publicada en el Semanario Judicial de 
la Federación del viernes 9 de agosto de 2019 a las 10:17 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Décima Época, Libro 69, Tomo IV, agosto de 2019, página: 4640, con número de 
registro digital 2020384. 
 
Tesis de jurisprudencia 27/2020 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada a distancia de uno de julio de dos mil veinte. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 14 de agosto de 2020 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de agosto de 
2020, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019. 
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Época: Décima Época  

Registro: 2022003  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 14 de agosto de 2020 10:22 h  

Materia(s): (Penal)  

Tesis: 1a./J. 17/2020 (10a.)  
 
REDUCCIÓN DE PENAS EN EL PROCEDIMIENTO ABREVIADO. EL ARTÍCULO 202 DEL CÓDIGO 
NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES, FACULTA AL FISCAL PARA SOLICITAR LA REDUCCIÓN 
TANTO DE LA PRISIÓN COMO DE LA MULTA. 
 
Los tribunales colegiados sostuvieron criterios distintos consistentes en determinar si la facultad del 
Ministerio Público para solicitar la reducción de la pena en el procedimiento abreviado se refiere 
exclusivamente a la prisión o también incluye a la multa. Sobre tal cuestión, la Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación consideró que el Fiscal está facultado para solicitar la 
reducción tanto de la prisión como de la multa previstas para sancionar el delito materia de 
acusación, en los términos del acuerdo alcanzado con el imputado. Ello, aun cuando los párrafos 
tercero y cuarto del referido precepto legal se refieren exclusivamente a la reducción de la pena de 
prisión, pues la segunda parte del párrafo cuarto indicado, señala que si al momento en que se 
solicita la apertura del procedimiento abreviado, ya existe acusación formulada por escrito, el Fiscal 
podrá solicitar la reducción de "las penas", de lo que se advierte que pueden reducirse tanto la 
prisión como la multa previstas para el delito materia de la acusación. Sin que lo anterior signifique 
que la reducción, de ambas sanciones, sólo proceda hasta la etapa intermedia cuando la acusación 
se habrá formulado por escrito, pues sería un contrasentido que el imputado se beneficie hasta que 
el proceso hubiese avanzado. Además, de esta manera se contribuye a que las partes puedan 
alcanzar algún acuerdo que cumpla con el objetivo de abreviar la duración de la controversia penal, 
en el entendido que optar por esta vía de terminación anticipada del proceso, no implica un derecho 
del acusado a que indefectiblemente se le reduzcan ambas penas, sino que ello dependerá de las 
circunstancias de cada caso y del acuerdo alcanzado con el Fiscal, dentro del margen de la legislación 
aplicable. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 50/2019. Entre las sustentadas por el Tribunal Colegiado del Vigésimo Tercer 
Circuito, el entonces Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Décimo Tercer 
Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Décimo Séptimo 
Circuito. 9 de octubre de 2019. Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente, Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: 
Alejandro Alberto Díaz Cruz. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
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El emitido por el Tribunal Colegiado del Vigésimo Tercer Circuito, al resolver el amparo directo 
998/2017, en el que sostuvo que de la literalidad del artículo 202 del Código Nacional de 
Procedimientos Penales se advierte que la disminución de la pena en el procedimiento abreviado 
se refiere en todo momento a la prisión, sin mencionar otras sanciones, como la multa, razón por la 
cual la única pena que es posible reducir, a propuesta del Ministerio Público, con la admisión del 
acusado y aprobación del Juez de control, es la de prisión, sin que sea necesario acudir a una 
interpretación teleológica o sistemática dada la claridad del precepto legal, 
 
El sustentado por el entonces Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Décimo 
Tercer Circuito, actual Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y del Trabajo, al resolver el 
amparo directo 143/2017, que dio origen a la tesis aislada XIII.P.A. 29 P (10a.), de título y subtítulo: 
"PROCEDIMIENTO ABREVIADO. LA FACULTAD DEL MINISTERIO PÚBLICO DE SOLICITAR LA 
REDUCCIÓN DE LA PENA EN ESTA FORMA DE TERMINACIÓN ANTICIPADA DEL PROCESO PENAL 
ACUSATORIO, PREVISTA EN EL ARTÍCULO 202, PÁRRAFO CUARTO, DEL CÓDIGO NACIONAL DE 
PROCEDIMIENTOS PENALES, INCLUYE LA MULTA, PERO NO LA SANCIÓN PECUNIARIA RELATIVA A LA 
REPARACIÓN DEL DAÑO.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 20 de 
abril de 2018 a las 10:24 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 
Libro 53, Tomo III, abril de 2018, página 2270, con número de registro digital: 2016683 y 
 
El sostenido por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Décimo 
Séptimo Circuito, al resolver el amparo directo 362/2016, que dio origen a la tesis aislada 
XVII.1o.P.A. 47 P (10a.), de título y subtítulo: "PROCEDIMIENTO ABREVIADO. LA FACULTAD DEL 
MINISTERIO PÚBLICO DE SOLICITAR LA REDUCCIÓN DE LAS PENAS CON MOTIVO DE SU APERTURA, 
PREVISTA EN EL ARTÍCULO 202 DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES, INCLUYE LA 
MULTA, PERO NO LA SANCIÓN PECUNIARIA RELATIVA A LA REPARACIÓN DEL DAÑO.", publicada en 
el Semanario Judicial de la Federación del viernes 7 de julio de 2017 a las 10:14 horas y en la Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 44, Tomo II, julio de 2017, página 1051, 
con número de registro digital: 2014730. 
 
Tesis de jurisprudencia 17/2020 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de once de marzo de dos mil veinte. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 14 de agosto de 2020 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de agosto de 
2020, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019. 
 

 
 

Época: Décima Época  

Registro: 2022001  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 14 de agosto de 2020 10:22 h  

Materia(s): (Penal)  

Tesis: 1a./J. 35/2020 (10a.)  
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RECURSO DE REVOCACIÓN. SIGNIFICADO DE LA EXPRESIÓN "SIN SUSTANCIACIÓN", PREVISTA POR 
EL ARTÍCULO 465 DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES. 
 
Hechos: Los órganos colegiados contendientes sostuvieron posturas encontradas respecto a qué 
debe entenderse por el referido requisito de procedencia. 
 
Criterio jurídico: Esta Primera Sala considera que las resoluciones "sin sustanciación" son aquellas 
emitidas de plano, es decir, sin agotar una tramitación especial. 
 
Justificación: El citado artículo establece que el recurso de revocación procederá en cualquiera de 
las etapas del procedimiento penal en las que interviene la autoridad judicial contra las resoluciones 
de mero trámite que se resuelvan "sin sustanciación". Ahora bien, a partir de una interpretación 
teleológica, es dable otorgar significado a dicha expresión para entender que se refiere a 
resoluciones emitidas de plano, sin agotar una tramitación especial, porque la norma procesal que 
rige el actuar del juzgador no tiene asignado un procedimiento específico a seguir previo a su 
emisión, esto es, no prevé la exigencia de emplazar o notificar a la parte contraria de una petición 
de su contraparte, ni otorgarle un plazo para contestarla o contradecirla y, por tanto, el Juez 
resuelve de plano lo pedido. De ahí que, el recurso de revocación procede contra las 
determinaciones de mero trámite que hayan sido resueltas sin agotar previamente un 
procedimiento específico. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 331/2019. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado en 
Materia Penal del Sexto Circuito y el Tribunal Colegiado en Materia Penal del Décimo Circuito. 30 de 
octubre de 2019. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Disidente: 
Norma Lucía Piña Hernández, quien consideró que era inexistente la contradicción de tesis. 
Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretario: Horacio Vite Torres. 
 
Tesis y/o criterio contendientes: 
 
El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Sexto Circuito, al resolver el 
amparo en revisión 387/2015, el cual dio origen a la tesis aislada VI.2o.P.33 P (10a), de título y 
subtítulo: "PRUEBAS EN LA AUDIENCIA DE VINCULACIÓN A PROCESO. EL PRONUNCIAMIENTO DEL 
JUEZ DE CONTROL DE NEGAR LA PETICIÓN DE EXCLUIR ALGUNOS DATOS DE AQUÉLLAS, PLANTEADA 
COMO INCIDENCIA POR LA DEFENSA DEL ACUSADO, NO ES UNA DETERMINACIÓN DE MERO 
TRÁMITE, POR LO QUE EN SU CONTRA ES IMPROCEDENTE EL RECURSO DE REVOCACIÓN, PREVISTO 
EN EL ARTÍCULO 465 DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES.", publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación del viernes 29 de abril de 2016 a las 10:29 horas y en la Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 29, Tomo III, abril de 2016, página 
2532, con número de registro digital: 2011571, y 
 
El sustentado por el Tribunal Colegiado en Materia Penal del Décimo Circuito, al resolver la queja 
38/2019, en el que consideró que el término "sin sustanciación" que se establece en el artículo 465 
del Código Nacional de Procedimientos Penales, relativo a la procedencia del recurso de revocación, 
hace referencia a la forma en que el tribunal haya resuelto la determinación recurrida, es decir, que 
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para su resolución no haya implicado establecer un procedimiento especial y, por ende, la 
determinación se haya decretado de plano. 
 
Tesis de jurisprudencia 35/2020 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada a distancia de ocho de julio de dos mil veinte. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 14 de agosto de 2020 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de agosto de 
2020, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019. 
 

 
 

Época: Décima Época  

Registro: 2021995  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 14 de agosto de 2020 10:22 h  

Materia(s): (Civil)  

Tesis: 1a./J. 15/2020 (10a.)  
 
PROVIDENCIAS PRECAUTORIAS EN MATERIA MERCANTIL. LA IDENTIFICACIÓN DEL NÚMERO DE 
CUENTA Y EL NOMBRE DE LA INSTITUCIÓN BANCARIA DE QUIEN SE RECLAMA EL ADEUDO, NO 
CONSTITUYE UN REQUISITO EXIGIBLE PARA LA PROCEDENCIA DEL EMBARGO DE CUENTAS 
(ARTÍCULO 1175 DEL CÓDIGO DE COMERCIO). 
 
Los órganos colegiados que conocieron de los asuntos respectivos sostuvieron criterios distintos 
respecto si era necesario que el solicitante de una providencia precautoria de embargo de cuentas 
identificara el número de cuenta y nombre de la institución de crédito, a efecto de que se ordenara 
el aseguramiento del dinero depositado. Sobre tal cuestión, la Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación determinó que el Juez mercantil para ordenar el aseguramiento de los bienes 
no debe exigir del solicitante la identificación del número de cuenta o institución crediticia en la que 
se encuentra. Se considera así, en tanto que el hecho de que la disposición normativa se refiera al 
“deber de manifestar, bajo protesta de decir verdad, que no se conocen otros bienes salvo aquellos 
sobre los que se va a ejecutar la medida”, no puede conducir al extremo de que el ejecutante 
proporcione el número de cuenta y el nombre de la institución bancaria donde se encuentra 
depositado el dinero sobre el que recaería la medida precautoria; pues lo pretendido en dicha 
disposición, no es que el solicitante conozca propiamente el bien sobre el que se ejecutará la 
providencia precautoria, sino que la medida cautelar se dicte únicamente en ausencia de bienes 
diversos con los que el deudor pudiere hacer frente a sus obligaciones. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 422/2018. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia 
Civil del Sexto Circuito, el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto Circuito y el Pleno 
en Materia Civil del Primer Circuito. 13 de noviembre de 2019. Unanimidad de cuatro votos de los 
Ministros Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
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Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ausente: Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Secretario: Jorge Arriaga Chan Temblador.  
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito, al resolver el amparo 
en revisión 3/2018 en el que se consideró que: i) el artículo 1175 del Código de Comercio impone la 
obligación de que en el escrito por el que se soliciten providencias precautorias se identifiquen 
plenamente los bienes materia de la medida, en la lógica de que si la finalidad de la medida consiste 
en retener los únicos bienes conocidos del deudor, esa medida tiene como presupuesto que esos 
bienes se identifiquen plenamente por el solicitante, pues de otra forma no podrían considerarse 
como bienes "conocidos"; y ii) en términos de lo dispuesto en el artículo 142 de la Ley de 
Instituciones de Crédito, la autoridad judicial únicamente puede solicitar información sobre cuentas 
bancarias mediante una providencia dictada dentro de juicio. De modo que la solicitud de la citada 
información por autoridad judicial no es procedente cuando se trate de un acto prejudicial como 
ocurre con una providencia precautoria, en los términos antes definidos por el Código de Comercio, 
 
El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto Circuito, al resolver el 
amparo en revisión 14/2018/3, en el que estimó que de una interpretación del artículo 1175 del 
Código de Comercio, se obtenía que era necesario que el solicitante de las medidas precisara cuáles 
eran los bienes que se solicitaba fueran embargados. Al respecto, sostuvo que, con independencia 
de que las providencias cautelares no vulneraran derechos fundamentales del posible afectado, 
debía tomarse en cuenta que la necesidad de que se precisaran los bienes a embargarse, no deriva 
de la seguridad de que el adeudo quede garantizado en su totalidad, sino que de la literalidad de la 
fracción IV, del artículo 1175 del Código de Comercio, se advertía que cuando se trate de acciones 
personales, el promovente de la medida, debe manifestar bajo protesta de decir verdad que el 
deudor no tiene otros bienes conocidos, que aquellos en los que se ha de practicar la diligencia, lo 
que de suyo implicaba que el solicitante debe conocer precisamente cuáles son los bienes con los 
que cuenta el posible afectado, pues sobre ellos se pretende el embargo, y  
 
El sostenido por el Pleno en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver la contradicción de tesis 
17/2018, de la que derivó la jurisprudencia PC.I.C. J/83 C (10a.), de título y subtítulo: "SECRETO 
BANCARIO. EL TÉRMINO ‘EN JUICIO’ A QUE ALUDE EL SEGUNDO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 142 DE LA 
LEY DE INSTITUCIONES DE CRÉDITO, DEBE INTERPRETARSE EN FORMA AMPLIA Y NO RESTRICTIVA.", 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 4 de enero de 2019 a las 10:05 horas 
y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 62, enero de 2019, Tomo 
III, página 1671, con número de registro digital: 2018917. Así como al resolver la contradicción de 
tesis 21/2018, de la que derivó la jurisprudencia PC.I.C. J/85 C (10a.), de título y subtítulo: "MEDIDA 
DE ASEGURAMIENTO EN MATERIA MERCANTIL. LA IDENTIFICACIÓN DEL NÚMERO DE CUENTA Y DE 
LA INSTITUCIÓN BANCARIA NO CONSTITUYE UN REQUISITO PARA LA PROCEDENCIA DEL EMBARGO 
DE CUENTAS BANCARIAS COMO PROVIDENCIA PRECAUTORIA, Y PUEDE SOLICITARSE DE FORMA 
GENÉRICA AL JUEZ MERCANTIL PARA QUE LA OTORGUE.", publicada en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 62, enero de 2019, Tomo II, página 1220, con número 
de registro digital: 2018902. 
 
Tesis de jurisprudencia 15/2020 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de once de marzo de dos mil veinte. 
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Esta tesis se publicó el viernes 14 de agosto de 2020 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de agosto de 
2020, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019. 
 

 
 

Época: Décima Época  

Registro: 2021994  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 14 de agosto de 2020 10:22 h  

Materia(s): (Penal)  

Tesis: 1a./J. 10/2020 (10a.)  
 
PROCEDIMIENTO ABREVIADO. EL TRIBUNAL DE ENJUICIAMIENTO, EN LA ETAPA DE JUICIO ORAL, 
NO PUEDE RESOLVER EL PROCESO A TRAVÉS DE ESA FORMA DE TERMINACIÓN ANTICIPADA. 
 
Los Tribunales Colegiados que conocieron de los juicios de amparo directo respectivos sostuvieron 
un criterio distinto consistente en determinar si en la etapa de juicio oral del proceso penal 
acusatorio, puede tener verificativo la audiencia prevista en los artículos 201 y 202 del Código 
Nacional de Procedimientos Penales, relativa a la admisión, trámite y resolución del procedimiento 
abreviado. Se considera que en la etapa de juicio oral no es dable que se autorice y resuelva el 
conflicto a través de un procedimiento abreviado, pues no es la idónea para que se lleve a cabo esa 
forma de terminación anticipada del proceso; además, el tribunal de enjuiciamiento carece de 
facultades para llevar a cabo funciones de Juez de control, a fin de autorizar y resolver un 
procedimiento abreviado, ya que su competencia radica en conocer de la audiencia de juicio y 
resolver el proceso por la vía ordinaria. Máxime que la oportunidad para acudir al procedimiento 
abreviado concluyó con la emisión del auto de apertura en una etapa anterior, a saber, la 
intermedia, tal como lo prevé el artículo 202 del Código Nacional de Procedimientos Penales, en 
atención a que las partes en esa etapa tuvieron un panorama general sobre los resultados que arrojó 
la investigación complementaria, la acusación ministerial y el descubrimiento probatorio, lo que les 
permitió optar, en su caso, por la terminación anticipada del proceso. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 295/2019. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado del Décimo 
Quinto Circuito y el Tribunal Colegiado en Materia Penal del Décimo Primer Circuito. 6 de febrero 
de 2020. Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Ana Margarita Ríos Farjat, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. 
Secretario: Suleiman Meraz Ortiz.  
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Tercer Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, al resolver el juicio de 
amparo directo 32/2019, en el que consideró que conforme al artículo 202 del Código Nacional de 
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Procedimientos Penales, el procedimiento abreviado puede autorizarse una vez que se dicta el auto 
de vinculación a proceso y hasta antes que se emita el auto de apertura a juicio oral; sin embargo, 
el artículo 17 de la Constitución Federal, en su tercer párrafo, privilegia la solución del conflicto 
sobre los formalismos procedimentales, siempre y cuando no se afecte la igualdad entre las partes, 
el debido proceso o cualquier otro derecho, lo que permitía que no fuera aplicada la restricción del 
referido artículo 202 de la legislación procesal. Razón por la cual, era dable que en la etapa del juicio 
oral se autorizara el procedimiento abreviado, sin que ello fuera violatorio de los principios de 
igualdad entre las partes y continuidad, pues lo que se pretendía era privilegiar la solución del 
conflicto a través de esa forma de terminación anticipada del proceso; y, 
 
El sustentado por el Tribunal Colegiado en Materia Penal del Décimo Primer Circuito, al resolver el 
juicio de amparo directo 312/2018, en el que determinó que la circunstancia de que en la etapa de 
juicio oral tuviera verificativo la audiencia prevista en los artículos 201 y 202 del Código Nacional de 
Procedimientos Penales, relativa a la admisión, trámite y resolución del procedimiento abreviado, 
constituía una violación a las reglas del procedimiento penal, ya que la oportunidad para solicitar 
esa forma de terminación anticipada del proceso, iniciaba desde el dictado del auto de vinculación 
a proceso, hasta antes de que en la audiencia intermedia se dictara el auto de apertura a juicio oral, 
lo que no correspondía autorizar al tribunal de enjuiciamiento sino al juez de Control. Precisó que 
de conformidad con el artículo 17 constitucional y el numeral 202 del Código Nacional de 
Procedimientos Penales, no era una formalidad procesal sino un elemento de celeridad del sistema 
acusatorio, necesario para lograr los principios de continuidad y concentración previstos en el 
artículo 20 constitucional, los que garantizaban que el procedimiento penal se llevara a cabo de una 
manera progresiva y con la mayor celeridad posible, ya que una vez superada alguna fase procesal, 
no es dable realizar actos procesales atinentes a una etapa anterior. 
 
Tesis de jurisprudencia 10/2020 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de once de marzo de dos mil veinte.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 14 de agosto de 2020 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de agosto de 
2020, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019. 
 

 
 

Época: Décima Época  

Registro: 2021987  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 14 de agosto de 2020 10:22 h  

Materia(s): (Civil)  

Tesis: 1a./J. 14/2020 (10a.)  
 
MEDIDAS CAUTELARES. LA SOLICITUD DE ASEGURAMIENTO DE BIENES POR PARTE DE 
AUTORIDAD JUDICIAL PUEDE ORDENARSE CON MOTIVO DE UNA PROVIDENCIA PRECAUTORIA 
DICTADA ANTES DE INICIADO EL JUICIO (ARTÍCULO 142 DE LA LEY DE INSTITUCIONES DE CRÉDITO). 
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Los órganos colegiados que conocieron de los asuntos sostuvieron criterios distintos respecto a si 
es posible el aseguramiento de bienes como parte de una providencia precautoria dictada por una 
autoridad judicial, previo a la tramitación de un juicio mercantil. Sobre tal cuestión, la Primera Sala 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determinó que una autoridad judicial sí puede solicitar 
el aseguramiento de bienes, con motivo de la solicitud de una providencia precautoria, antes de 
iniciado el juicio mercantil. Se considera así, en tanto que cuando la disposición normativa se refiere 
a la acepción “providencia dictada en juicio”, no debe acudirse a las diferencias que existan entre 
los tipos de medidas cautelares, sea porque se dicten previamente, durante o después del juicio, 
pues lo cierto es que dicha categorización en nada cambia la naturaleza y finalidad del instrumento. 
Sin que lo anterior implique que todas las medidas cautelares, en lo específico, tienen el mismo 
objeto directo o que deberían tener idéntica regulación, pues según el momento en que se dicten 
pueden variar las diversas circunstancias que ameriten su adopción. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 422/2018. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia 
Civil del Sexto Circuito, el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto Circuito y el Pleno 
en Materia Civil del Primer Circuito. 13 de noviembre de 2019. Unanimidad de cuatro votos de los 
Ministros Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ausente: Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Secretario: Jorge Arriaga Chan Temblador.  
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito, al resolver el amparo 
en revisión 3/2018 en el que se consideró que: i) el artículo 1175 del Código de Comercio impone la 
obligación de que en el escrito por el que se soliciten providencias precautorias se identifiquen 
plenamente los bienes materia de la medida, en la lógica de que si la finalidad de la medida consiste 
en retener los únicos bienes conocidos del deudor, esa medida tiene como presupuesto que esos 
bienes se identifiquen plenamente por el solicitante, pues de otra forma no podrían considerarse 
como bienes "conocidos"; y ii) en términos de lo dispuesto en el artículo 142 de la Ley de 
Instituciones de Crédito, la autoridad judicial únicamente puede solicitar información sobre cuentas 
bancarias mediante una providencia dictada dentro de juicio. De modo que la solicitud de la citada 
información por autoridad judicial no es procedente cuando se trate de un acto prejudicial como 
ocurre con una providencia precautoria, en los términos antes definidos por el Código de Comercio, 
 
El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto Circuito, al resolver el 
amparo en revisión 14/2018/3, en el que estimó que de una interpretación del artículo 1175 del 
Código de Comercio, se obtenía que era necesario que el solicitante de las medidas precisara cuáles 
eran los bienes que se solicitaba fueran embargados. Al respecto, sostuvo que, con independencia 
de que las providencias cautelares no vulneraran derechos fundamentales del posible afectado, 
debía tomarse en cuenta que la necesidad de que se precisaran los bienes a embargarse, no deriva 
de la seguridad de que el adeudo quede garantizado en su totalidad, sino que de la literalidad de la 
fracción IV, del artículo 1175 del Código de Comercio, se advertía que cuando se trate de acciones 
personales, el promovente de la medida, debe manifestar bajo protesta de decir verdad que el 
deudor no tiene otros bienes conocidos, que aquellos en los que se ha de practicar la diligencia, lo 
que de suyo implicaba que el solicitante debe conocer precisamente cuáles son los bienes con los 
que cuenta el posible afectado, pues sobre ellos se pretende el embargo; y, 
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El sostenido por el Pleno en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver la contradicción de tesis 
17/2018, de la que derivó la jurisprudencia PC.I.C. J/83 C (10a.), de título y subtítulo: "SECRETO 
BANCARIO. EL TÉRMINO ‘EN JUICIO’ A QUE ALUDE EL SEGUNDO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 142 DE LA 
LEY DE INSTITUCIONES DE CRÉDITO, DEBE INTERPRETARSE EN FORMA AMPLIA Y NO RESTRICTIVA.", 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 4 de enero de 2019 a las 10:05 horas 
y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 62, enero de 2019, Tomo 
III, página 1671, con número de registro digital: 2018917. Así como al resolver la contradicción de 
tesis 21/2018, de la que derivó la jurisprudencia PC.I.C. J/85 C (10a.), de título y subtítulo: "MEDIDA 
DE ASEGURAMIENTO EN MATERIA MERCANTIL. LA IDENTIFICACIÓN DEL NÚMERO DE CUENTA Y DE 
LA INSTITUCIÓN BANCARIA NO CONSTITUYE UN REQUISITO PARA LA PROCEDENCIA DEL EMBARGO 
DE CUENTAS BANCARIAS COMO PROVIDENCIA PRECAUTORIA, Y PUEDE SOLICITARSE DE FORMA 
GENÉRICA AL JUEZ MERCANTIL PARA QUE LA OTORGUE.", publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación del viernes 4 de enero de 2019 a las 10:05 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Décima Época, Libro 62, enero de 2019, Tomo II, página 1220, con número de 
registro digital: 2018902. 
 
Tesis de jurisprudencia 14/2020 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de once de marzo de dos mil veinte. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 14 de agosto de 2020 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de agosto de 
2020, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019. 
 

 
 

Época: Décima Época  

Registro: 2021983  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 14 de agosto de 2020 10:22 h  

Materia(s): (Común, Penal)  

Tesis: 1a./J. 13/2020 (10a.)  
 
INCIDENTE DE EXCLUSIÓN DE PRUEBAS ILÍCITAS OBTENIDAS BAJO TORTURA, PROMOVIDO EN UN 
PROCESO PENAL MIXTO. CONTRA LA RESOLUCIÓN QUE DECIDE SU IMPUGNACIÓN NO PROCEDE 
EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. 
 
Dos Tribunales Colegiados de Circuito se pronunciaron de manera disímbola sobre si para efectos 
de la procedencia del juicio de amparo indirecto, aquella resolución constituye un acto en juicio 
cuyos efectos son de imposible reparación, porque afecte materialmente derechos sustantivos. Al 
respecto, se determina que es improcedente el juicio de amparo indirecto promovido en su contra, 
pues no constituye un acto cuya ejecución sea de imposible reparación. Lo anterior, porque en 
términos de los artículos 107, fracción III, inciso b), de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, y 107, fracción V, de la Ley de Amparo, el amparo indirecto contra actos dentro de juicio 
sólo procede cuando aquéllos sean susceptibles de producir una ejecución de imposible reparación, 
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esto es, cuando afecten materialmente derechos sustantivos, categoría bajo la cual no se ubica la 
determinación del aludido medio de impugnación, cuyos alcances son los de impactar en derechos 
de índole procesal por incidir únicamente en la configuración probatoria del proceso que habrá de 
valorar el juzgador al dictar sentencia; lo anterior adquiere dimensión si se considera que los efectos 
de esa resolución no son materializables inmediatamente, ya que dependerá de que lo ahí resuelto 
llegue a trascender al sentido de la sentencia del proceso penal. Así, podría darse el caso de que el 
juez de la causa al valorar las pruebas con miras a emitir un fallo, excluyera por iniciativa propia los 
mismos elementos de prueba controvertidos por el quejoso mediante el incidente no especificado, 
o bien que los rechazara de valoración por considerarlos producto de vulneración a otros derechos, 
distintos a no ser torturado. Por el contrario, si en esa sentencia el juzgador llegase a considerar en 
contra del imputado pruebas materia del mencionado incidente, hasta ese momento tal situación 
habrá trascendido; ocasión en que el imputado podrá instar juicio de amparo directo en contra de 
la sentencia definitiva, una vez agotado el recurso que proceda, para determinar si existió tortura, 
así como dilucidar si ello afectó su defensa durante el proceso trascendiendo al resultado de la 
sentencia penal, como prevén los artículos 170, fracción I y 173, apartado A, fracción XI, de la Ley 
de Amparo. Lo que corrobora que aquel acto reclamado en amparo indirecto podría generar 
afectación únicamente a derechos de índole procedimental. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 237/2019. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia 
Penal del Segundo Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito. 6 de 
febrero de 2020. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Ana 
Margarita Ríos Farjat, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Disidente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Adrián 
González Utusástegui.  
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito, al resolver el 
recurso de queja 19/2019, en el que consideró que era improcedente el juicio de amparo en contra 
de la resolución que declaró infundado el medio de impugnación interpuesto en contra del acuerdo 
que desechaba el incidente no especificado de exclusión y nulidad de pruebas obtenidas a través de 
actos de tortura, al actualizarse la causa de improcedencia prevista en el artículo 61, fracción XXIII, 
en relación con el diverso 107, fracción V, interpretado en sentido contrario, ambos de la Ley de 
Amparo, en virtud de que el acto reclamado era un acto procesal que no tenía ejecución de 
imposible reparación, ya que no afectaba derechos sustantivos consagrados en la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, y  
 
El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito, al resolver el 
recurso de queja 9/2019, en el que determinó que era procedente el juicio de amparo en contra de 
la resolución que declaraba infundado el medio de impugnación interpuesto en contra del acuerdo 
que desechaba el incidente no especificado de exclusión y nulidad de pruebas obtenidas a través de 
actos de tortura, ya que el acto de autoridad, aun cuando prima facie tenía matices adjetivos o 
procesales, lo cierto es que no es de naturaleza intraprocesal, sino que afecta derechos sustantivos 
previstos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y por ello, es de imposible 
reparación susceptible de combatirse a través del juicio de amparo indirecto. 
 



 

23 
 

Tesis de jurisprudencia 13/2020 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de once de marzo de dos mil veinte. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 14 de agosto de 2020 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de agosto de 
2020, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019. 
 

 
 

Época: Décima Época  

Registro: 2021981  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 14 de agosto de 2020 10:22 h  

Materia(s): (Penal, Constitucional)  

Tesis: 1a. XX/2020 (10a.)  
 
IGUALDAD. EL ARTÍCULO 314, PÁRRAFO SEGUNDO, DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS 
PENALES NO VIOLA ESTE PRINCIPIO. 
 
Hechos: La quejosa reclamó la inconstitucionalidad del artículo 314, párrafo segundo, del Código 
Nacional de Procedimientos Penales, por ser contrario al principio de igualdad, toda vez que su 
primer párrafo prevé que tratándose de la audiencia inicial y su ampliación en el sistema penal 
acusatorio y oral, el imputado o su defensor podrá presentar los datos de prueba que considere 
necesarios ante el Juez de Control; mientras que en términos del segundo párrafo, para el caso de 
delitos que ameriten la imposición de la medida cautelar de prisión preventiva oficiosa u otra 
personal, dicha autoridad podrá admitir el desahogo de medios de prueba ofrecidos por esa parte 
procesal cuando, al inicio de la audiencia o su continuación, justifique que ello resulta pertinente. 
 
Criterio jurídico: Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que el 
segundo párrafo del artículo 314 del ordenamiento en cita es constitucional, ya que no viola el 
principio de igualdad establecido en el artículo 1o. de la Constitución Federal. 
 
Justificación: Lo anterior, en virtud de que el hecho de que el segundo párrafo de dicho precepto 
legal establezca que únicamente a quienes se les impute un delito que tenga como consecuencia la 
imposición de prisión preventiva oficiosa como medida cautelar, u otra de carácter personal, 
pueden ofrecer medios de prueba ante el Juez de Control –cuando justifiquen su pertinencia–, no 
implica un trato desigual con las personas a quienes se les pretenda vincular a proceso por un delito 
que no tenga el juzgador la obligación de imponer dicha medida cautelar, pues la diferencia se 
fundamenta en que las personas que se encuentran en la excepción del segundo párrafo, serán 
privadas de su libertad durante todo su proceso penal. Además, porque el derecho humano a la 
libertad personal es reconocido como de primer rango y sólo puede ser limitado bajo determinados 
supuestos de excepcionalidad, en armonía con la Constitución Federal y los instrumentos 
internacionales en la materia, de manera que se salvaguarde su reconocimiento y protección de la 
manera más amplia. Máxime que la finalidad de dicho precepto, en general, es garantizar que las 
personas a las que se les impute un delito y se solicite su vinculación a proceso, tengan la 
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oportunidad de ofrecer datos y/o medios de prueba dentro del plazo constitucional para garantizar 
su derecho de defensa; es decir, sean cuales fuesen las circunstancias particulares de cada individuo 
–o el actuar de las autoridades–, la norma en sí, no restringe ese derecho protegido por la 
Constitución Federal. Ahora, si bien existen diferencias entre las personas imputadas que por el 
delito que se les puede vincular a proceso sólo podrán presentar "datos de prueba" y aquellas a 
quienes, por el tipo de delito, se les puede vincular a proceso permitiéndoles ofrecer "medios de 
prueba", se considera que esta distinción a la que alude el segundo párrafo del precepto 
controvertido, se encuentra debidamente justificada, si se toma en cuenta que a este último grupo 
de personas se le vinculará a proceso por un delito que tiene como consecuencia la imposición de 
la prisión preventiva en forma automática como medida cautelar, siendo evidente que su libertad 
personal será restringida durante todo el proceso penal, de ahí la posibilidad de presentar 
directamente ante el Juez de Control medios de prueba (testimoniales, periciales, documentales, 
etcétera) que deben desahogarse en su presencia, ello con el objeto de evitar la privación de su 
libertad personal por el tiempo que dure el proceso. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 1070/2019. Margarita González de la Cruz. 3 de junio de 2020. Mayoría de 
cuatro votos de los Ministros: Ana Margarita Ríos Farjat, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Disidente: Norma Lucía Piña 
Hernández, quien reservó su derecho para formular voto de particular. Ponente: Juan Luis González 
Alcántara Carrancá. Secretaria: Rosalba Rodríguez Mireles.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 14 de agosto de 2020 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 

 
 

Época: Décima Época  

Registro: 2021979  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 14 de agosto de 2020 10:22 h  

Materia(s): (Constitucional, Civil)  

Tesis: 1a. XV/2020 (10a.)  
 
GUARDA Y CUSTODIA. EL ARTÍCULO 282, APARTADO B, FRACCIÓN II, TERCER PÁRRAFO, DEL 
CÓDIGO CIVIL PARA EL DISTRITO FEDERAL (HOY CIUDAD DE MÉXICO), QUE LA CONCEDE EX ANTE 
A LA MADRE, ES VIOLATORIO DEL PRINCIPIO DE IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN [ABANDONO 
DE LA TESIS AISLADA 1a. XXXI/2014 (10a.)]. 
 
Se establece una preferencia a favor de la madre sobre la guarda y custodia de los menores de doce 
años, por el solo hecho de ser mujer, con fundamento en el artículo 282, apartado B, fracción II, 
párrafo tercero, del Código Civil para el Distrito Federal, aplicable en la Ciudad de México. En el 
amparo indirecto en el que se reclamó el citado precepto se negó el amparo al considerar que la 
Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis 1a. XXXI/2014 (10a.), determinó 



 

25 
 

que el mencionado precepto que confiere a la madre de menores la guarda y custodia, debe 
interpretarse a la luz del interés superior del menor y del principio de igualdad, por lo que era 
constitucional y convencional. En contra de la sentencia de amparo se interpuso recurso de revisión. 
En una nueva reflexión, se considera necesario abandonar el criterio contenido en la mencionada 
tesis aislada, ya que la constitucionalidad de la disposición legal de que se trata no puede sostenerse 
a través de una interpretación conforme pues, de acuerdo a diversos criterios y precedentes de esta 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, las normas generales que establecen distinciones basadas 
en las categorías sospechosas enunciadas expresamente en el artículo 1o. de la Constitución Federal 
–entre las que se encuentra el género–, no admiten este tipo de interpretación, antes bien, las 
mismas deben ser sometidas a un escrutinio estricto. Ello, debido a que la disposición en cita genera 
una distinción normativa en función del género y no cumple con los estándares del test de igualdad 
a la luz de un escrutinio estricto; en tanto no es una medida idónea para satisfacer de una mejor 
forma el interés superior del menor, pues establece una presunción ex ante en favor de la madre 
sin evaluar cuál sería la situación más benéfica para el infante, por lo que, lejos de potencializar este 
principio, lo contraviene al impedir que el juzgador cumpla con su obligación de evaluar tanto las 
condiciones fácticas que generan la controversia, ya sean las características y posibilidades de los 
progenitores, como la opinión del menor y su relación con éstos. Así, el establecimiento de una regla 
absoluta sin la admisión de excepciones encaminadas a buscar un mayor beneficio para el infante, 
ignora la pluralidad de la realidad social. Ello, aunado a que la preferencia materna y el presumir 
que los hijos deben quedar al cuidado y responsabilidad de las madres por presunción legal, no sólo 
reafirma estereotipos de género tradicionales, sino profundiza el mandato y la correspondiente 
culpa o doble carga de responsabilidad que se genera fundado en el binomio de mujer-madre. Por 
lo que, sostener decisiones legislativas que mantienen la preferencia materna en el cuidado y 
responsabilidad de las hijas e hijos impide el difícil y complejo sendero hacia la erradicación de la 
feminidad tradicional. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 331/2019. 21 de noviembre de 2019. Mayoría de tres votos de los Ministros 
Norma Lucía Piña Hernández, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. Ausente: Luis María Aguilar 
Morales. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretario: Fernando Sosa Pastrana.  
 
Nota: Esta tesis abandona el criterio contenido en la tesis aislada 1a. XXXI/2014 (10a.), de título y 
subtítulo: "GUARDA Y CUSTODIA DE LOS MENORES DE EDAD. EL ARTÍCULO 282, APARTADO B, 
FRACCIÓN II, TERCER PÁRRAFO, DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL DISTRITO FEDERAL, INTERPRETADO A 
LA LUZ DEL INTERÉS SUPERIOR DE LOS MENORES Y DEL PRINCIPIO DE IGUALDAD PREVISTOS EN LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, ES CONSTITUCIONAL.", publicada 
en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 7 de febrero de 2014 a las 11:16 horas y en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 3, Tomo I, febrero de 2014, 
página 656, con número de registro digital: 2005454. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 14 de agosto de 2020 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 

 
 



 

26 
 

Época: Décima Época  

Registro: 2021969  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 14 de agosto de 2020 10:22 h  

Materia(s): (Civil)  

Tesis: 1a./J. 18/2020 (10a.)  
 
DOCUMENTOS FUNDATORIOS DE LA ACCIÓN EN JUICIOS DE NATURALEZA MERCANTIL. NO SON 
SUSCEPTIBLES DE VALORACIÓN AL DICTAR SENTENCIA DEFINITIVA, EN CASO DE QUE SEAN 
DESECHADOS Y POR FALTA DE IMPUGNACIÓN, ADQUIERA FIRMEZA. 
 
Los Tribunales Colegiados que conocieron de los asuntos sostuvieron posturas distintas respecto a 
si un juzgador, al dictar sentencia en un juicio mercantil, puede valorar documentos fundatorios de 
la acción, cuando estos hubieren sido expresamente desechados en un proveído que no fue 
revocado y, por tanto, adquirió firmeza ante la falta de impugnación. Sobre tal cuestión, la Primera 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determinó que si bien este tipo de documentos no 
requieren ser expresamente admitidos para su valoración, ello no significa que puedan analizarse 
en la sentencia definitiva, si previamente se desecharon a través de una determinación que adquirió 
firmeza por falta de impugnación. Ello, debido a que la valoración de los documentos base de la 
acción, ante un pronunciamiento con estas características es contrario a los principios esenciales de 
firmeza y preclusión. Asimismo, en caso de efectuar la correspondiente valoración probatoria se 
vulneraría el principio dispositivo, en tanto que el Juez estaría apreciando documentales respecto 
de las cuales, las partes no mostraron un subsecuente interés en que fueran valoradas. Además, el 
desechamiento no sólo conlleva su exclusión jurídica, sino que abona a que las partes puedan tener 
certeza sobre las cuestiones que conforman el caudal sobre el que el Juez se pronunciara, y, en la 
misma medida, evitan que el juzgador, como tutor del procedimiento, lo impulse indebidamente al 
considerar pruebas previamente desechadas, lo que de permitirse, dejaría en estado de indefensión 
a las partes que hubieren ajustado su conducta procesal al desechamiento de las mismas. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 466/2019. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado en Materia 
Civil del Séptimo Circuito y el Décimo Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. 
19 de febrero de 2020. Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Ana Margarita 
Ríos Farjat, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González 
Alcántara Carrancá. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Jorge Arriaga Chan 
Temblador.  
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito, al resolver el 
amparo directo 321/2019 en el que se determinó que los documentos base de la acción no pueden 
ser valorados por el juzgador al dictar sentencia definitiva, cuando estos hayan sido expresamente 
desechados en un proveído que no fue revocado y, por tanto, adquirió firmeza ante la falta de 
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impugnación, pues sería ilegal otorgarle valor probatorio a una prueba expresamente desechada, 
aun cuando esta no requiere formalidad para su exhibición; y, 
 
El sustentado por el Décimo Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al 
resolver el amparo directo 346/2016, que dio origen a la tesis aislada I.14o.C.15 C (10a.), de título y 
subtítulo: “DOCUMENTOS FUNDATORIOS DE LA ACCIÓN. NO REQUIEREN AUTO EXPRESO DE 
ADMISIÓN PARA SER VALORADOS EN SENTENCIA DEFINITIVA.”; publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación del viernes 21 de octubre de 2016 a las 10:31 horas y en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 35, Tomo IV, octubre de 2016, página 2923, con 
número de registro digital: 2012891. 
 
Tesis de jurisprudencia 18/2020 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada a distancia de seis de mayo de dos mil veinte.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 14 de agosto de 2020 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de agosto de 
2020, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019. 
 

 
 

Época: Décima Época  

Registro: 2021965  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 14 de agosto de 2020 10:22 h  

Materia(s): (Administrativa, Constitucional)  

Tesis: 1a. XVI/2020 (10a.)  
 
CONTROL DEL TABACO. EL ARTÍCULO 16, FRACCIÓN VI, DE LA LEY GENERAL RELATIVA, VULNERA 
EL PRINCIPIO DE IGUALDAD. 
 
La Comisión Federal para la Protección contra Riesgos Sanitarios negó una licencia sanitaria para 
importar "cigarros electrónicos", con fundamento en el artículo 16, fracción VI, de la Ley General 
para el Control del Tabaco. En el amparo indirecto en el que se reclamó el mencionado precepto, el 
Juez de Distrito consideró que vulneraba el principio de igualdad al ser desproporcional y contener 
una prohibición absoluta. Determinación que la Primera Sala confirma, pues el citado precepto, al 
establecer la prohibición absoluta de comerciar, vender, distribuir, exhibir, promocionar o producir 
cualquier objeto que no sea un producto del tabaco, que contenga alguno de los elementos de la 
marca o cualquier tipo de diseño o señal auditiva que lo identifique con productos del tabaco, 
genera un tratamiento normativo diferenciado sin justificación entre situaciones comparables, lo 
que vulnera el principio de igualdad. Lo anterior es así, pues la Ley General para el Control del 
Tabaco, al regular el control sanitario de los productos del tabaco, no establece una prohibición 
absoluta para éstos, sino su control a partir de licencias o prohibiciones específicas, lo que no ocurre 
en el caso de productos que no son del tabaco pero que contienen alguno de los elementos de la 
marca o cualquier tipo de diseño o señal auditiva que los identifique con productos del tabaco, a los 
que se impone una prohibición absoluta, a pesar de que ambos esquemas regulatorios, comparten 
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la misma finalidad de combatir el tabaquismo y proteger la salud. Razón por la cual, los efectos del 
artículo 16, fracción VI, de la referida Ley General, crean indirectamente un tratamiento desigual, 
ya que los productos del tabaco que son los que, en estricto sentido, constituyen un riesgo directo 
a la salud, sí pueden ser objeto de comercialización a mayores de edad, en tanto que éstos no 
pueden tener acceso a productos que no son la causa directa de ese daño, que el tabaco sí produce; 
donde no se advierte que la prohibición absoluta prevista en el mencionado precepto se base en un 
daño directo que generen los productos que no son del tabaco, sino que la misma obedece el 
cumplimiento de la finalidad de la ley que, de forma estricta, está dirigida al control sanitario del 
tabaco y a la protección contra la exposición del humo que genera. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 435/2019. Jaunait Consulting, S.A. de C.V. 13 de noviembre de 2019. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Luis María Aguilar Morales, quien reservó su derecho 
para formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan 
Luis González Alcántara Carrancá. Ausente: Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Secretario: Guillermo Pablo López Andrade.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 14 de agosto de 2020 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 

 
 

Época: Décima Época  

Registro: 2021963  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 14 de agosto de 2020 10:22 h  

Materia(s): (Constitucional, Administrativa)  

Tesis: 1a. XIII/2020 (10a.)  
 
COMUNICACIÓN PÚBLICA DE OBRAS EN HABITACIONES DE HOTELES. INTERPRETACIÓN DEL 
ARTÍCULO 11 BIS DE LA GUÍA DEL CONVENIO DE BERNA PARA LA PROTECCIÓN DE OBRAS 
LITERARIAS Y ARTÍSTICAS. 
 
La retransmisión de obras audiovisuales a los huéspedes de un hotel por conducto de televisores 
instalados en sus habitaciones y mediante un sistema interno de cable controlado por el propio 
establecimiento, constituye un acto de comunicación pública de aquéllas, que requiere de una 
licencia propia. Ello toda vez que, de una interpretación sistemática del artículo 11 Bis de la Guía del 
Convenio de Berna para la Protección de Obras Literarias y Artísticas (Acta de París, 1971), en 
relación con los artículos 16, fracción III, de la Ley Federal del Derecho de Autor y 27 y 28 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se trata de un acto mediante el cual los 
hoteles retransmiten obras audiovisuales previamente radiodifundidas por un cableoperador o 
empresa de televisión restringida, poniéndolas a disposición de sus huéspedes, es decir, 
posibilitándoles el acceso a esas obras retransmitidas. De manera que, al constituirse un nuevo acto 
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de comunicación pública de las obras, es menester que el establecimiento hotelero adquiera una 
licencia propia para realizar esa tercera explotación. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 4040/2019. Licencias y Servicios Audiovisuales, S.A. de C.V. 21 de 
noviembre de 2019. Mayoría de tres votos de los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su derecho para formular 
voto concurrente, y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, 
quien reservó su derecho para formular voto particular. Ausente: Luis María Aguilar Morales. 
Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretario: Pablo Francisco Muñoz Díaz.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 14 de agosto de 2020 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 

 
 

Época: Décima Época  

Registro: 2021962  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 14 de agosto de 2020 10:22 h  

Materia(s): (Constitucional, Administrativa)  

Tesis: 1a. XII/2020 (10a.)  
 
COMUNICACIÓN PÚBLICA DE OBRAS. EL AUTOR DE UNA OBRA TIENE DERECHO A PERCIBIR LA 
REGALÍA QUE CORRESPONDA POR TODO ACTO DE COMUNICACIÓN PÚBLICA DE LA MISMA. 
 
Frente a todo acto mediante el cual una obra se ponga al alcance, de manera directa o indirecta, de 
una pluralidad de personas, ya sea en su forma original o transformada, el autor de la misma goza 
del derecho a percibir una regalía por esa comunicación. Lo anterior en virtud de que, como lo 
prescribe el artículo 26 Bis de la Ley Federal del Derecho de Autor, todo autor goza del derecho a 
percibir una regalía por la comunicación o transmisión pública de su obra por cualquier medio; el 
cual, además, es un derecho de carácter irrenunciable. De manera que, incluso frente a la 
transmisión de los derechos patrimoniales de la obra, el autor no pierde el derecho a percibir las 
regalías por su explotación pública. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 4040/2019. Licencias y Servicios Audiovisuales, S.A. de C.V. 21 de 
noviembre de 2019. Mayoría de tres votos de los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien 
formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su derecho para formular 
voto concurrente, y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, 
quien reservó su derecho para formular voto particular. Ausente: Luis María Aguilar Morales. 
Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretario: Pablo Francisco Muñoz Díaz.  
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Esta tesis se publicó el viernes 14 de agosto de 2020 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 

 
 

Época: Décima Época  

Registro: 2021961  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 14 de agosto de 2020 10:22 h  

Materia(s): (Civil)  

Tesis: 1a./J. 22/2020 (10a.)  
 
CADUCIDAD DE LA INSTANCIA. ANTE LA FALTA DE AGRAVIO, EL TRIBUNAL DE ALZADA NO TIENE 
PERMITIDO ANALIZAR DE OFICIO SI DICHA FIGURA SE ACTUALIZÓ EN EL JUICIO DE ORIGEN 
(CÓDIGO DE COMERCIO Y CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA LA CIUDAD DE MÉXICO). 
 
Los Tribunales Colegiados contendientes se preguntaron si es posible que el Tribunal de Alzada 
analice si operó la caducidad de la primera instancia, aun cuando en el recurso de apelación ninguna 
de las partes hubiera formulado agravio denunciando tal circunstancia. Al respecto, se considera 
que no resulta válido que el Tribunal de Alzada se pronuncie de oficio sobre la omisión del juez de 
decretar la caducidad ocurrida en la primera instancia, pues para que dicho órgano pueda 
pronunciarse sobre este aspecto es necesario que exista agravio expreso de cualquiera de las partes 
en el que se controvierta la omisión del juez de decretarla. Por el contrario, si dicho agravio no se 
formula entonces debe privilegiarse el principio de justicia completa y proceder al análisis de 
legalidad de la sentencia de primera instancia a la luz únicamente de los agravios que sí fueron 
formulados. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 286/2019. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado en 
Materia Civil del Sexto Circuito, el Pleno en Materia Administrativa del Tercer Circuito, el Pleno en 
Materia Civil del Primer Circuito y el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito. 
19 de febrero de 2020. Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Ana Margarita 
Ríos Farjat, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González 
Alcántara Carrancá. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Eduardo Aranda Martínez.  
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito, al resolver los juicio 
de amparos directo 156/2007, 130/2008, 341/2008, 242/2008 y 324/2011, los cuales dieron origen 
a la tesis jurisprudencial VI.2o.C. J/1 (10a.), de título y subtítulo: "CADUCIDAD DE LA INSTANCIA EN 
MATERIA MERCANTIL. EL TRIBUNAL DE ALZADA DEBE DECRETARLA DE OFICIO, AUN ANTE LA 
AUSENCIA DE AGRAVIOS AL RESPECTO, SI SE ACTUALIZÓ DURANTE LA TRAMITACIÓN DE LA 
PRIMERA INSTANCIA (CÓDIGO DE COMERCIO POSTERIOR A LAS REFORMAS DE 24 DE MAYO DE 
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1996).", publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro IV, 
Tomo 5, enero de 2012, página 4000, con número de registro digital: 2000059. 
 
El sustentado por el Pleno en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver la contradicción de tesis 
13/2017, de la que derivó la tesis PC.I.C. J/58 C (10a.), de título y subtítulo: "CADUCIDAD DE LA 
PRIMERA INSTANCIA EN MATERIA CIVIL. EL TRIBUNAL AD QUEM NO DEBE DECLARARLA DE OFICIO 
EN LA APELACIÓN PRINCIPAL (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 137 BIS DEL CÓDIGO DE 
PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL DISTRITO FEDERAL APLICABLE PARA LA CIUDAD DE MÉXICO)."; 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 9 de marzo de 2018 a las 10:12 horas 
y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 52, Tomo II, marzo de 
2018, página 1603, con número de registro digital: 2016356, y 
 
El emitido por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, al resolver el juicio 
de amparo directo 577/2018-III, en el que determinó que el tribunal de alzada no podía realizar 
oficiosamente el estudio de la caducidad de la instancia acontecida en el juicio de origen, cuando 
no media agravio al respecto en el recurso de apelación. 
 
Tesis de jurisprudencia 22/2020 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada a distancia de diez de junio de dos mil veinte. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 14 de agosto de 2020 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de agosto de 
2020, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019. 
 

 
 

Época: Décima Época  

Registro: 2021960  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 14 de agosto de 2020 10:22 h  

Materia(s): (Común)  

Tesis: 1a. XXII/2020 (10a.)  
 
BAJA O CESE DE UN ALUMNO DE UNA ESCUELA PRIVADA DEL NIVEL BÁSICO. POR REGLA GENERAL, 
NO ACTUALIZA EL CARÁCTER DE ACTO DE AUTORIDAD EQUIVALENTE. 
 
Hechos: El juicio de amparo se interpuso en contra de diversos actos de una escuela privada de nivel 
básico, entre ellos la baja de un menor de edad. 
 
Criterio jurídico: Cuando dicho acto se emite por una escuela privada por incumplimiento de una 
obligación contractual pactada como condición de ingreso y permanencia –como es el pago de una 
contraprestación– es un acto cuya generación deriva de una fuente contractual y, por tanto, se 
controla mediante un contenido contractual específico, no obstante que se requiera autorización 
oficial para prestar los servicios. Por tanto, este acto no supera el primer paso del estándar fijado 
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por esta Primera Sala para determinar actos de autoridad equivalentes, ya que no se acredita el 
nexo entre el acto del particular y una potestad normativa atribuida al Estado. 
 
Justificación: La educación es un derecho social de jerarquía constitucional, el cual se garantiza a 
través de su caracterización como servicio público de educación, siendo obligatorio en el nivel 
básico. Para satisfacer este derecho, se dispone que el Estado debe prestarlo directamente, 
respetando determinados principios y condiciones previstos en el artículo 3o. de la Constitución 
Federal. Lo relevante es que en la fracción VI de la norma constitucional se prevé que los particulares 
tienen una prerrogativa para participar en la prestación de dicho servicio público, mediante la 
obtención de una autorización estatal, que los habilita para ello y los integra al sistema educativo 
nacional, pero siendo silencioso respecto a la etapa en la que ofrecen ese servicio al mercado y las 
condiciones de contratación de sus servicios con los particulares, lo que evidencia la neutralidad de 
la Constitución respecto de este punto: lo reserva a la libertad contractual. Así, la decisión de optar 
por una escuela privada, en lugar de una escuela pública, y las condiciones de permanencia en dicha 
opción, por cumplimiento de las condiciones pactadas en ese contrato, se reserva a la libertad de 
las personas. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 327/2017. 27 de noviembre de 2019. Cinco votos de los Ministros: Norma Lucía 
Piña Hernández, Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente. Ponente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: David García Sarubbi. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 14 de agosto de 2020 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 

 
 

Época: Décima Época  

Registro: 2021956  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 14 de agosto de 2020 10:22 h  

Materia(s): (Penal)  

Tesis: 1a./J. 20/2020 (10a.)  
 
ORDEN DE APREHENSIÓN. PARA SU EMISIÓN, SIN QUE MEDIE CITATORIO, EL MINISTERIO 
PÚBLICO DEBE JUSTIFICAR LA "NECESIDAD DE CAUTELA" ANTE EL JUEZ DE CONTROL, SIN QUE ELLO 
SE SATISFAGA CON LA SOLA CIRCUNSTANCIA DE QUE LOS HECHOS DEL CASO CORRESPONDAN A 
UN DELITO QUE AMERITA PRISIÓN PREVENTIVA OFICIOSA. 
 
Los tribunales colegiados que conocieron de los juicios de amparo indirecto sostuvieron un criterio 
distinto consistente en determinar si en términos del artículo 16 de la Constitución Federal y el 
numeral 141 del Código Nacional de Procedimientos Penales, la necesidad de cautela para librar 
una orden de aprehensión, sin mediación de citatorio, debe tenerse por satisfecha con la sola 
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circunstancia de que el delito por el cual el fiscal solicita su libramiento es de los que ameritan prisión 
preventiva oficiosa. Al respecto, debe indicarse que para el dictado de una orden de aprehensión 
en el nuevo sistema de justicia penal, sin que medie citatorio, la necesidad de cautela no se satisface 
con la sola circunstancia de que los hechos del caso correspondan a un delito que amerita prisión 
preventiva oficiosa, pues al constituir formas y medidas con fines diferentes para el proceso penal, 
se requiere necesariamente una serie de circunstancias que conduzcan al Juez a determinar que la 
única forma de conducir al imputado al proceso es mediante una orden de aprehensión, no así por 
una forma diversa. En efecto, la orden de aprehensión a que se refiere el artículo 16 de la 
Constitución Federal y el numeral 141, fracción III, del Código Nacional de Procedimientos Penales 
es una forma de conducción excepcional al proceso penal que tiene como finalidad llevar a la 
persona ante la presencia de un Juez de Control para que la representación social le comunique la 
imputación que existe en su contra y formalice la investigación, siempre que otra forma sea 
insuficiente para garantizar la presencia del inculpado a la audiencia inicial. En ese contexto, la orden 
de aprehensión presupone una carga para el Ministerio Público que le obliga a justificar frente al 
Juez la necesidad de cautela de la persona, ya sea porque: a) existe riesgo de que se sustraiga de la 
acción de la justicia, b) se ponga en riesgo la integridad de la víctima, del ofendido, de los testigos, 
y/o la comunidad, o bien, c) se ponga en peligro el desarrollo de la investigación misma. De ahí que, 
la necesidad de cautela no se justifica por el solo hecho de que el delito investigado amerita prisión 
preventiva oficiosa, pues esa medida cautelar no guarda relación con la finalidad que persigue la 
citada forma de conducción, pues aquélla tiene por objeto garantizar la presencia del imputado en 
el procedimiento penal, por lo que ambas figuras buscan fines distintos dentro del mismo. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 300/2019. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado en Materias 
Penal y Administrativa del Décimo Séptimo Circuito y el Tribunal Colegiado en Materias Penal y 
Administrativa del Vigésimo Segundo Circuito. 22 de enero de 2020. Mayoría de cuatro votos de los 
Ministros Ana Margarita Ríos Farjat, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Juan Luis González Alcántara Carrancá. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su 
derecho para formular voto particular. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretaria: 
Ana Marcela Zatarain Barrett. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Décimo Séptimo 
Circuito, al resolver el amparo en revisión 621/2018, en el que determinó que era legal justificar la 
orden de aprehensión de un justiciable, sin mediación de citatorio, cuando se actualizaba el 
supuesto de prisión preventiva oficiosa, en términos del artículo 19 de la Constitución Federal y el 
diverso 167 del Código Nacional de Procedimientos Penales, pues la circunstancia de que el delito 
por el cual se libre la correspondiente orden de aprehensión sea de aquellos que ameriten prisión 
preventiva oficiosa, es suficiente para tener por acreditada o satisfecha la necesidad de cautela para 
la emisión de una orden de aprehensión, pues llevará a una restricción a la libertad de la persona. 
Para ello estimó que si bien los artículos 16 y 19 de la Constitución Federal, tutelan etapas distintas 
del procedimiento penal, dichos preceptos no deben entenderse de forma aislada, pues ambos 
restringen la libertad del gobernado, por lo que consideró válido concatenarlos a efecto de tener 
por justificada por parte del Ministerio Público la necesidad de cautela para la emisión de una orden 
de aprehensión, cuando el delito investigado merezca prisión preventiva oficiosa. 
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El sustentado por el Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Vigésimo Segundo 
Circuito, al resolver el amparo en revisión 114/2017, que dio origen a la tesis aislada XXII.P.A.32 P 
(10a.), de título y subtítulo: "ORDEN DE APREHENSIÓN EN EL PROCESO PENAL ACUSATORIO Y ORAL. 
LA MOTIVACIÓN DE LA NECESIDAD DE CAUTELA PARA SU EMISIÓN, NO SE SATISFACE CON LA 
CIRCUNSTANCIA DE QUE LOS HECHOS DEL CASO CORRESPONDEN CON UN DELITO QUE AMERITA 
PRISIÓN PREVENTIVA OFICIOSA."; publicada «en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 
24 de agosto de 2018 a las 10:32 horas» y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 57, Tomo III, agosto de 2018, página 2994, con número de registro digital 
2017659. 
 
Tesis de jurisprudencia 20/2020 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada a distancia de seis de mayo de dos mil veinte. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 14 de agosto de 2020 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de agosto de 
2020, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019. 
 

 
 

Época: Décima Época  

Registro: 2021955  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 14 de agosto de 2020 10:22 h  

Materia(s): (Común)  

Tesis: 1a. XXI/2020 (10a.)  
 
AMPARO INDIRECTO CONTRA ACTOS DE PARTICULARES. INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 5o., 
FRACCIÓN II, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA LEY DE AMPARO. 
 
Hechos: El juicio fue promovido en contra de una escuela privada de nivel básico. La materia de la 
revisión consistió en determinar el estándar aplicable para determinar cuándo un acto de particular 
puede ser impugnado en amparo. 
 
Criterio jurídico: El precepto legal citado establece que los particulares tendrán dicha calidad si se 
reúnen dos condiciones: 1) Que realicen actos equivalentes a los de autoridad, que afecten 
derechos; y, 2) Que sus funciones estén determinadas por una norma general. La textura abierta de 
los términos utilizados por el legislador genera la necesidad interpretativa, la que debe abordarse 
mediante la exclusión de los extremos y optarse por una modalidad interpretativa intermedia. 
 
Justificación: Así, con base en una interpretación teleológica y sistemática del referido precepto, 
para caracterizar a un acto de particular como acto de autoridad debe cumplirse un estándar de dos 
pasos. El primero exige relacionar el reclamo de la violación constitucional al ejercicio de una 
prerrogativa o poder normativo cuya fuente sea de una autoridad estatal en términos generales, en 
otras palabras, debe comprobarse que la autoridad pública –a través de alguna norma jurídica– haya 
otorgado los medios (un respaldo normativo) para posicionar a ese particular en una situación 
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diferenciada para generar un acto con el potencial de actualizar una violación a un derecho humano. 
Este primer paso puede denominarse del "nexo", el cual es formal y busca excluir dentro del ámbito 
de actos justiciables en amparo, aquellos de los particulares cuyo único fundamento es una relación 
de coordinación solamente. El segundo paso es material y exige evaluar la materialidad de dicha 
prerrogativa, es decir, si el acto reviste un interés público diferenciado, ya sea porque su ejercicio 
cuenta con privilegios o beneficios asociados al ejercicio de una autoridad estatal –por ejemplo, 
gozar de un reconocimiento jurídico especial o acceder a una ejecución equivalente al de una orden 
de autoridad–, o bien porque la función es una que corresponda tradicionalmente a la autoridad y 
se ejerza de manera delegada por un particular, o bien, porque la materialidad de la acción se 
vincule con el tipo de obligaciones cuyo correlativo sea una de las prestaciones nucleares de un 
derecho social cuya responsabilidad sea del Estado Mexicano. Este segundo paso busca verificar que 
el Estado no es neutral respecto del contenido del acto, sino que lo apuntala afirmativamente como 
relevante, desde una perspectiva pública, que es la propia de las autoridades. Este segundo paso 
puede denominarse de la constatación de la función pública. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 327/2017. 27 de noviembre de 2019. Cinco votos de los Ministros: Norma Lucía 
Piña Hernández, Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente. Ponente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: David García Sarubbi. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 14 de agosto de 2020 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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